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Sobre: Art. 106 (1er 
grado) 

Culpable por: 
Art. 106 (2do grado) 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Pedro Valderrama Colón [Valderrama Colón o peticionario], 

se encuentra bajo la custodia del Departamento de Corrección, 

extinguiendo una pena.  Por derecho propio y en forma pauperis, 

nos solicita que revisemos la Resolución que emitió el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Arecibo [TPI], el 1ro de julio de 

2016, notificada el 8 de julio del mismo año.  Mediante esa 

Resolución, el foro primario denegó la moción que presentó 

Valderrama Colón. 

Tras revisar el recurso, con el propósito de lograr el más 

eficiente despacho del asunto, permitimos su comparecencia en 

la forma solicitada y prescindimos de solicitar ulteriores escritos 

no jurisdiccionales a tenor con la regla 7 (B) (5) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones 4 LPRA Ap. XXII-B.  

ANTECEDENTES 

Pedro Valderrama Colón fue acusado por infracción al 

Artículo 106 del Código Penal sobre asesinato en primer grado, 

entre otros delitos, por hechos ocurridos el 21 de mayo de 2011.  

El Tribunal celebró el juicio por jurado y el 27 de enero de 2012 

Valderrama Colón fue declarado culpable de infringir el artículo 

106 del Código Penal, reducido a su modalidad de asesinato 
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segundo grado.  El 9 de marzo de 2012 el TPI dictó sentencia e 

impuso una pena de veinticinco (25) años, más el veinte (20) 

por ciento -cinco (5) años-, según dispone el Art. 79 del Código 

Penal.  Todo ello, para un total de treinta (30) años de reclusión 

naturales, concurrentes con los casos CFJ2011G0014, CVI 

2011G0054, consecutivo con los casos CLA2011G0281, 

CLA2011G0282,  CLA2011G0283 y concurrente con cualquier 

otra sentencia que proceda en derecho. 

Varios años después, el 28 de junio de 2016, Valderrama 

Colón presentó una moción al amparo de la Regla 185 (a) de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II.  Adujo que por dos 

asesinatos se le impuso una pena de segundo grado severo, 

equivalente a treinta (30) años por cada asesinato, cuando el 

jurado le encontró culpable por asesinato en segundo grado 

(simple), que conllevaba una pena de entre ocho (8) a quince 

(15) años, según lo dispone la Ley Núm. 338-2004.     

Atendida la moción, el 1ro de julio de 2016 el TPI declaró 

No Ha Lugar la solicitud de Valderrama Colón.  En desacuerdo, 

Valderrama Colón acudió ante nos en el recurso que atendemos.   

En su escrito, no presentó ningún señalamiento de error. 

No obstante, arguyó que la Ley Núm. 149 de 18 de junio de 

2004 (Código Penal de Puerto Rico de 2004) establecía una pena 

de reclusión de ocho (8) años y un día a quince años (15) para 

el delito grave de segundo grado.  Que luego, mediante la Ley 

Núm. 338 de 1ro de septiembre de 2004 la pena por el delito 

grave de segundo grado aumentó de quince (15) años y un día a 

veinticinco (25) años, en el asesinado de segundo grado severo.  

Indicó que conforme al principio de favorabilidad del Artículo 9 

(a) del Código Penal de 2004, se le debe aplicar la ley más 

benigna.  Sostuvo que la Ley Núm. 149-2004 le resultaba más 

benigna porque la pena para el convicto de asesinato en 
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segundo grado era de ocho (8) años a quince (15) años.  

Veamos. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS  

 

El recurso de certiorari, constituye un vehículo procesal 

discrecional que nos permite revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 

(2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009); 

García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  La característica 

distintiva de este recurso se asienta en la discreción 

encomendada al tribunal revisor para autorizar su expedición y 

adjudicar sus méritos. IG Builders et al. v. BBVAPR, supra.  

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional para atender los méritos 

de un asunto que se nos presenta por vía de un recurso de 

certiorari, la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 40, enumera los criterios que debemos tomar en 

consideración.  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.  

 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.   

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.   

 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración.  

 

F. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causa un fraccionamiento indebido 

del pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
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G. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia.  

De no coincidir alguno de los criterios, que expresa la 

Regla, debemos abstenernos de expedir el recurso solicitado.  

Como regla general una sentencia válida no se puede 

modificar. Pueblo v. Pérez Rivera, 129 DPR 306 (1991); Pueblo 

v. Tribunal Superior, 91 DPR 139, 141 (1964).   Como 

excepción, se reconoce que los tribunales pueden modificar 

aquella sentencia ilegal o nula por haberse impuesto en 

contravención de la ley, según los postulados de la Regla 185 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II. Pueblo v. Pérez Rivera, 

129 DPR 306 (1991).   Según interpretada, la Regla 185 

constituye el mecanismo adecuado para corregir o modificar la 

pena impuesta cuando la sentencia es ilegal, tiene errores de 

forma, se ha impuesto un castigo distinto al que había sido 

establecido o cuando por razones justicieras se amerita que se 

reduzca la pena impuesta. Pueblo v. Silvia Colón, 184 DPR 759 

(2012); Pueblo v. Martínez Lugo, 150 DPR 238 (2000).   

El otro recurso del que dispone un convicto para corregir 

una sentencia es la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 

LPRA Ap. II.  Esta regla permite presentar, una moción en la 

sede del Tribunal de Primera Instancia que dictó el fallo 

condenatorio, para que su convicción sea anulada, dejada sin 

efecto o corregida, en circunstancias en que se alegue el derecho 

a ser puesto en libertad por cualquiera de los siguientes 

fundamentos:  

La sentencia fue impuesta en violación de la 

Constitución o las leyes del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico o la Constitución y las leyes de Estados 

Unidos; o el tribunal no tenía jurisdicción para imponer 
dicha sentencia; o, la sentencia impuesta excede de la 

pena prescrita por la ley; o la sentencia está sujeta a 
ataque colateral por cualquier motivo [...]  34 LPRA Ap. 

II, Véase Pueblo v. Torres Cruz, 194 DPR __ (2015), 
2015 TSPR 147. 
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De otro lado, es postulado básico de nuestro ordenamiento 

penal que la ley aplicable a unos hechos delictivos es aquella 

vigente al tiempo de cometerse el delito. Pueblo v. Rexach 

Benítez, 130 DPR 273, 301 (1992).  El ordenamiento penal 

asimismo reconoce el principio de favorabilidad que opera 

cuando el legislador hace una nueva valoración de la conducta 

punible, en el sentido de excluir o disminuir la necesidad de su 

represión penal. Pueblo v. González, 165 DPR 675 (2005); 

Véase, Luis Jiménez de Asúa, Tratado de Derecho Penal, Tomo 

II, pág. 543 (1950).  

Mediante la Ley 149 2004 la Asamblea Legislativa aprobó 

el Código Penal de Puerto Rico de 2004, el cual comenzaría a 

regir el 1ro de mayo de 2005.  El Artículo 9 del Código Penal 

de 2004 establece el principio de favorabilidad, como sigue: 

La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que favorezca 

a la persona imputada de delito. En consecuencia, se 
aplican las siguientes normas: 

 

(a) Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito es 
distinta de la que exista al procesar al imputado o al 

imponerle la sentencia, se aplicará siempre la ley más 
benigna. 

 
(b) Si durante el término en que la persona está 

cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley más 
benigna en cuanto a la pena o a la medida de seguridad 

o al modo de ejecutarlas, se aplicará retroactivamente. 
 

(c) Si durante el término en que la persona está 
cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley que 

suprime el delito, o el Tribunal Supremo emite una 
decisión que despenalice el hecho, la pena quedará 

extinguida y la persona liberada, de estar recluida o en 

restricción de libertad. 
 

En estos casos los efectos de la nueva ley o de la 
decisión judicial operarán de pleno derecho. 

33 LPRA sec. 4637. 
 

En cuanto a la pena de los asesinatos, el Artículo 107 

establecía que:  “A la persona convicta de asesinato en primer 

grado se le impondrá la pena provista para el delito grave de 

primer grado.  A la persona convicta de asesinato en segundo 
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grado se le impondrá la pena provista para el delito grave de 

segundo grado.”  Por su parte, el Artículo 16, sobre la 

Clasificación de los Delitos indicaba que el delito grave de 

segundo grado, la pena de reclusión fluctúa entre ocho (8) años 

un (1) día y quince (15) años.   

Mediante la Ley Núm. 338 de 16 de septiembre de 2004 

[Ley Núm. 338-2004], con vigencia al momento de entrar en 

vigor el Código Penal de 20041, la Asamblea Legislativa enmendó 

los artículos 107 y 16 del Código Penal para que lean como 

sigue: 

Artículo 107- Pena de los asesinatos 

A la persona convicta de asesinato en primer grado se le 

impondrá la pena provista para el delito grave de primer 
grado. 

A la persona convicta de asesinato en segundo grado se le 
impondrá la pena provista para el delito grave de segundo 

grado severo. 
34 LPRA sec. 4735 

Artículo 16- Clasificación de los Delitos 

Es delito grave aquél que conlleva una pena de 
reclusión mayor de seis (6) meses y que según la pena 

correspondiente, se clasifica en cuatro grados, como 
sigue: 

[…](b) Grave de segundo grado, cuya pena de reclusión 
fluctúa entre ocho (8) años un (1) día y quince (15) 

años. Los delitos de asesinato en segundo grado, 
la agresión sexual, el secuestro agravado, el secuestro 

de menores y el robo agravado cuando se inflige daño a 
la víctima u ocurre en el edificio residencial donde esté 

la víctima serán delitos graves de segundo grado 
severo, con pena de reclusión entre quince (15) 

años y un día y veinticinco (25) años. 

34 LPRA sec. 4644 

Como vemos, cuando entró en vigor el Código Penal de 

2004, las enmiendas introducidas por la Ley Núm. 338-2004 

también comenzaron a regir. 

A la luz de la antes mencionada normativa, evaluamos el 

recurso ante nos. 

 Valderrama Colón alega que la Ley Núm. 149-2004 que 

creó el Código Penal de 2004 y la Ley Núm. 338-2004 que 

                                                 
1
 Art. 13, Ley 338-2004 
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enmendó el Código Penal de 2004, son contradictorias, pues 

separan lo que es el asesinato en segundo grado y el asesinato 

en segundo grado severo.  Argumenta que las circunstancias de 

los delitos de segundo grado y segundo grado severo son 

totalmente distintas.  Arguyó que conforme al Artículo 9 del 

Código Penal, la ley que le resulta más benigna es la Ley Núm. 

149-2004 que establece que para el asesinato en segundo 

grado, la pena sea de ocho años y un día a quince años.  No le 

asiste la razón. 

 El 9 de marzo de 2012, el foro de instancia dictó sentencia  

contra Valderrama Colón por asesinato en segundo grado por 

hechos del 21 de mayo de 2011. En ese año, la ley vigente era 

el Código Penal de 2004 con las enmiendas integradas por la Ley 

Núm. 338-2004.  El artículo 107 establecía que las personas 

convictas de asesinato en segundo grado, la pena sería la 

provista para el delito grave de segundo grado severo.   

Cónsono a ello, el artículo 16 del Código Penal, indicaba que el 

asesinato en segundo grado es un  delito grave de segundo 

grado severo, “con pena de reclusión entre quince (15) 

años y un día y veinticinco (25) años.”   La Ley Núm. 338-

2004, que enmendó el Código Penal de 2004, comenzó a regir 

cuando entró en vigor el Código Penal de 2004. Por tanto, los 

artículos 107 y 16 de la Ley Núm. 149-2004 no tuvieron efecto 

jurídico alguno, al ser enmendados antes de su vigencia.   Así 

que Valderrama Colón no puede reclamar que se le apliquen los 

artículos 107 y 16 de la Ley Núm. 149-2004, supra, que 

establecían una pena para delitos en segundo grado de ocho a 

quince años, toda vez que la Asamblea Legislativa sustituyó 

estos artículos mediante la Ley Núm. 338-2004.  Al momento de 

los hechos el Código Penal de 2004 vigente, según enmendado 

por la Ley Núm. 338-2004, establecía que para delitos de 

asesinato en segundo grado, la pena sería la de delito grave de 

segundo grado severo, que acarreaba reclusión de entre quince 
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años y un día y veinticinco años.  A Valderrama Colón se 

le impuso una sentencia de veinticinco años por el asesinato en 

segundo grado, que es acorde con lo que establecía la Ley 

vigente al momento de los hechos y al dictarse la sentencia.  

Luego de los hechos y de recaer sentencia contra Valderrama 

Colón, bajo dicho Código Penal, no se realizó ningún cambio a la 

valoración de la conducta de asesinato en segundo grado, que 

amerite aplicar el principio de favorabilidad reseñado en el 

artículo 9 del Código Penal de 2004.  Esto es, la Ley vigente al 

cometerse el delito era la misma cuando se procesó a 

Valderrama Colón y al imputarle la sentencia; durante el término 

que Valderrama Colón estuvo cumpliendo la sentencia no entró 

en vigor una ley más benigna ni el delito fue suprimido.    Por 

todo lo cual, no existen las circunstancias que exige el artículo 9 

del Código Penal de 2004 que permitan aplicar el principio de 

favorabilidad aquí reclamado.  Tampoco están presentes ninguno 

de los criterios que establece la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, para que podamos intervenir con la determinación 

aquí recurrida. 

DICTAMEN  

Por los fundamentos antes expresados se DENIEGA el 

recurso de certiorari.   

Disponemos que el Secretario del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación deberá entregar copia de esta 

sentencia al recurrente, en cualquier institución correccional 

donde este se encuentre.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal.   

 

      Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


